Carátula 


SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Es la hora 13 y 41 minutos.) 


-Antes de autorizar el ingreso del doctor Correa Freitas quiero señalar que se repartió el 
material solicitado a la Secretaría acerca de los comentarios realizados por los doctores Delpiazzo y 
Cajarville sobre los distintos artículos de manera de facilitar el trabajo de los miembros de la Comisión, 
puesto que podremos hacer un seguimiento del tema sin leer la versión taquigráfica completa de las 
comparecencias. 


Por otra parte, consulto a los señores legisladores sobre lo siguiente. El doctor Risso Ferrand 
nos comunicó que puede concurrir recién el 26 de agosto porque el próximo lunes deberá asistir a la 
Comisión que tiene a estudio el proyecto de ley sobre los servicios de comunicación audiovisual. En 
este sentido, el señor legislador Amy nos ha planteado la posibilidad de pasar esa audiencia - 
naturalmente, si los demás miembros de la Comisión están de acuerdo- para el lunes 2 de setiembre a 
la hora 13 y 30. De este modo finalizaríamos la etapa de visitas de los académicos a los que les 
pedimos que comentaran este anteproyecto de ley. Supongo que luego de ello, el grupo de trabajo 
debería volver a reunirse para terminar de definir la iniciativa a la luz de los comentarios recibidos. 
Personalmente, me gustaría que termináramos el borrador de anteproyecto en setiembre -no importa si 
eso sucede a fines de mes- porque hay que elevarlo a la Asamblea General supongo que con la firma 
de los miembros de esta Comisión, y su Presidente lo derivará a la Cámara que entienda pertinente y, 
dentro de ella, a la Comisión respectiva. Entonces, si ya tuviéramos una base de borrador acordada 
podríamos empezar el trámite legislativo en el correr del presente año. Mi idea es que una vez 
articulado el anteproyecto se eleve lo antes posible para poder sancionarlo antes de que comience la 
vorágine electoral. 


En definitiva, podríamos trabajar de la siguiente manera. El día 2 recibiríamos al doctor Risso 
Ferrand y reinstalaríamos el grupo de redacción -con la composición que tenía y con los miembros 
que se quieran agregar-, para hacer la revisión correspondiente a la luz de la información recibida. 
Después sí se estará en condiciones de volver el ahora sí proyecto de ley al conjunto de la Comisión. 


(Apoyados.) 
-Corresponde ahora recibir al invitado del día de hoy. 
(Ingresa a Sala el doctor Correa Freitas.) 


-En mi calidad de Presidente de la Comisión Especial con Fines de Asesoramiento Legislativo 
sobre Inteligencia de Estado tengo el placer de dar la bienvenida al doctor Correa Freitas y de 
agradecerle la colaboración que en múltiples oportunidades ha brindado a las distintas Comisiones 
parlamentarias y, en este caso, a esta Comisión. 


Hay una introducción que siempre hacemos a los académicos invitados: como sabe el doctor 
Correa Freitas, esta es una Comisión bicameral que ha designado un grupo de redacción y de trabajo 
para realizar un borrador, un anteproyecto de ley con el fin de redactar una ley marco en materia de 
Inteligencia. Cuando la Subcomisión terminó su tarea y presentó el borrador a la Comisión esta 
planteó la posibilidad de hacer consultas a catedráticos y juristas en una etapa previa a la que se les 
invita a abrir opinión -que normalmente es cuando el proyecto de ley ya está en tratamiento dentro de 
una Comisión parlamentaria-, a los efectos de poder afinar de la mejor manera posible lo que será 
presentado como informe a la Asamblea General. Es claro que, en este caso, el doctor Correa Freitas 
sabe bien el funcionamiento del Poder Legislativo por haberlo integrado en su oportunidad. 


En resumen, estamos pidiendo en forma previa a la finalización del anteproyecto las 
impresiones que se puedan tener al respecto a los efectos de que la Comisión bicameral pueda 
terminar presentando a la Asamblea General un mejor insumo, no digo acabado porque después, una 
vez que sea presentado el proyecto de ley, cada una de las Comisiones de las respectivas Cámaras 


tendrá oportunidad de hacer las consideraciones que entienda necesarias. En ese sentido elevamos la 
consulta. 


Han sido invitados y comparecido los doctores Delpiazzo, Cajarville y en el día de hoy lo 
hace el doctor Correa Freitas, y también hemos cursado invitación al doctor Martín Risso Ferrand. 


Esta es la etapa del borrador de proyecto que elevamos al doctor Correa Freitas y es en ese 
sentido que esperamos las consideraciones que le merezca el material acercado. 


Agradeciendo la voluntad que ha tenido, le cedemos el uso de la palabra al doctor Correa 
Freitas. 


SEÑOR CORREA FREITAS.- Quiero expresar mi agradecimiento a la Comisión por haberme invitado 
en la tarde de hoy para informar sobre el anteproyecto de ley relativo al Sistema Nacional de 
Inteligencia. Siempre constituye un honor para mí concurrir a las Comisiones parlamentarias para 
informar y asesorar. 


Como es de conocimiento de los señores miembros de la Comisión, yo no soy especialista 
en materia de Inteligencia de Estado, pero seguramente la idea sea tener un informe sobre aquellos 
aspectos que hacen a mi especialidad, como lo son el Derecho Constitucional y el Derecho 
Administrativo. 


De acuerdo con las lecturas que he hecho del borrador en el transcurso de estos días en los 
que la estuve estudiando, puedo decir que me parece muy bueno; no obstante, quiero hacer algunas 
apreciaciones o algunos comentarios que creo son pertinentes. 


En todo este tema de Inteligencia y sobre todo en lo que se refiere a los controles y al propio 
trabajo de los procedimientos para la obtención de información, se debe tener presente el artículo 28 
de la Constitución de la República. Recuerdo que fue precisamente sobre este punto que en el año 
1999 el hoy Presidente de la Comisión, entonces Representante Nacional José Bayardi, y quien habla 
trabajamos juntos. Es más, me acuerdo que los dos fuimos invitados a un programa de Radio Sarandí 
para analizar el alcance de este artículo 28 de la Constitución, que es sumamente importante en todo 
lo que se refiere a los derechos. Por lo tanto, considero que es fundamental referirse a este tema como 
introducción al proyecto de ley en general. 


Como seguramente recordarán los señores legisladores, el artículo 28 de la Constitución, 
que tiene su fuente en la Constitución de 1830, con algunas modificaciones introducidas por la de 
1934, expresa: “Los papeles de los particulares y su correspondencia epistolar, telegráfica o de 
cualquier otra especie, son inviolables, y nunca podrá hacerse su registro, examen o interceptación 
sino conforme a las leyes que se establecieren por razones de interés general”. Reitero que es muy 
importante tener presente esta norma porque, justamente, constituye uno de los elementos 
fundamentales para cualquier trabajo de investigación o de inteligencia que se quiera hacer. 


Recuerdo que en 1999 hicimos referencia a este artículo como consecuencia de un pedido 
de informes que en aquel momento había hecho una Comisión Investigadora de la Cámara de 
Representantes a las empresas telefónicas Antel, Ancel y Movistar, con el fin de conocer las llamadas 
entrantes y salientes de un número determinado de personas. Este análisis que hicimos del artículo 28 
de la Constitución llevó a que, por ejemplo, Antel y Ancel remitan sus recibos en forma troquelada, 
cerrada, como modo de evitar que terceros -por supuesto sin autorización del titular- puedan 
conocer las llamadas que hace una persona. Este es un aspecto central en el tema Inteligencia. 
Constato que se ha tenido particular cuidado en el artículo 19 de establecer que toda operación de 
búsqueda de información que deba realizar cualquier organismo componente del Sistema de 
Inteligencia Estratégica del Estado, involucrando procedimientos especiales que puedan afectar la 
libertad y privacidad de los ciudadanos, deberá ser autorizada por el Poder Judicial. A tales efectos, 
serán competentes los Juzgados Letrados de Primera Instancia en lo Penal Especializados en Crimen 
Organizado. Las actuaciones serán de carácter reservado. 


Con respecto a este asunto, debo comentar que hay Jueces penales que son muy 
cuidadosos en cuanto a autorizar las escuchas telefónicas y algunos acostumbran dar intervención al 
Ministerio Público, es decir, al Fiscal del crimen correspondiente. Creo que quizás una solución que se 
podría adoptar en un tema de esta naturaleza es justamente que en el artículo 19 también se prevea la 
autorización de los Juzgados de Primera Instancia en lo Penal Especializados en Crimen Organizado 
con intervención preceptiva del Fiscal competente. Creo que esto dará mayores garantías, sobre todo, 
reitero, en un tema de esta naturaleza. 


Con respecto a los comentarios que estimo conveniente realizar a la Comisión, el primero de 
ellos tiene que ver con los artículos 10, 2%, 12, 3% y 15 de este anteproyecto de ley. En primer lugar, el 
artículo 10 del anteproyecto dice: “Créase la Secretaría de Inteligencia Estratégica de Estado (SIEE) 
como organismo desconcentrado dependiente de la Presidencia de la República, cuya misión será 
producir Inteligencia Estratégica de Estado para asesorar al Poder Ejecutivo, al Consejo de Defensa 
Nacional y al Gabinete de Seguridad, a fin de apoyar la toma de decisiones estratégicas orientadas a la 
consecución de los objetivos nacionales. 


El titular de la SIEE será el Director Nacional de Asuntos Estratégicos, quien la dirigirá. 


La SIEE se comunicará directamente con los restantes organismos del Estado.” Acá hay un 
primer problema jurídico importante, que es que en el anteproyecto de ley se crea la Secretaría de 
Inteligencia Estratégica de Estado como organismo desconcentrado dependiente de la Presidencia de 
la República. La doctrina constitucionalista uruguaya, tradicionalmente encabezada entre otros por los 
doctores Cassinelli Muñoz y Cajarville, siempre ha sostenido que, en realidad, la Presidencia de la 
República es un órgano con competencia cerrada y únicamente la Constitución le confiere 
competencias. Por lo tanto, por ley no se le podrían atribuir otras competencias. Esto se discutió mucho 
cuando se reinstitucionalizó la Oficina Nacional del Servicio Civil en 1985. En aquel momento, la 
Comisión de Constitución y Legislación del Senado invitó a una serie de profesores de Derecho 
Constitucional y Derecho Administrativo, entre ellos, los doctores Horacio Cassinelli Muñoz, Alberto 
Pérez Pérez, José Korzeniak, Héctor Giorgi, Daniel Hugo Martins y Miguel Semino. La verdad es que, 
en esa ronda de consultas, los profesores de Derecho Constitucional y Derecho Administrativo no 
ayudaron demasiado a la Comisión y al Parlamento. Cada uno de ellos dio una solución distinta a la 
ubicación institucional que se le podría dar a la Oficina Nacional del Servicio Civil. Algunos señalaron 
que podría ser un organismo dependiente del Ministerio de Economía y Finanzas; otros expresaron 
que podría ser un Ministerio y hubo quien dijo que podría ser un servicio descentralizado. También 
hubo quien sostuvo que podría tener una naturaleza similar a la del Tribunal de Cuentas, la Corte 
Electoral y el Tribunal de lo Contencioso Administrativo. Salvo el doctor Miguel Semino, que dijo que 
podía depender de la Presidencia de la República, la mayor parte de los profesores sostuvieron esas 
diferentes posturas y, en definitiva, no ayudaron demasiado a tomar una decisión sobre el tema. 


De tal forma que la solución en la Ley N* 15.757, de 15 de julio de 1985, fue la de establecer 
simplemente: créase la Oficina Nacional del Servicio Civil como órgano asesor del Poder Ejecutivo. Su 
ubicación institucional en el Inciso Presidencia de la República se hizo luego a través de la Ley de 
Presupuesto. Quiero aclarar esto porque el tema de los organismos dependientes del órgano 
Presidencia de la República ha traído estas discusiones, observaciones y críticas de 
inconstitucionalidad. 


Este es un primer problema y considero que una posible solución sería decir que se trata de 
un organismo desconcentrado del Poder Ejecutivo en vez de establecer que es dependiente de la 
Presidencia de la República. Si así lo estiman esta Comisión y el Parlamento, la solución sería decir 
“Créase la Secretaría de Inteligencia Estratégica de Estado como organismo desconcentrado 
dependiente del Poder Ejecutivo”. Dada su importancia, luego se verá la posibilidad de que esté en la 
órbita de la Presidencia de la República. 


Por otra parte, creo que merece especial atención el artículo 12, que comienza diciendo: “El 
Director de la Secretaría de Inteligencia Estratégica de Estado será designado por el Presidente de la 
República, previa venia de la Asamblea General por mayoría especial de tres quintos de votos del total 
de sus componentes”. Considero que en este punto sí hay un problema de inconstitucionalidad 
importante. ¿Por qué? Porque la Constitución de la República asigna al Presidente de la República 
como Jefe de Estado -recuérdese que la Constitución de 1967, con las reformas parciales 
que tuvo, le otorga la función de Jefe de Estado y Jefe de Gobierno- la potestad de designar y cesar a 


los Ministros de Estado, según el artículo 174; al Secretario y Prosecretario de la Presidencia, 
conforme al numeral 26) del artículo 168 y al Director de la Oficina de Planeamiento y Presupuesto, de 
acuerdo con el artículo 230. La Constitución es clara en el sentido de que el Presidente de la República 
puede designar y cesar a los Ministros de Estado, al Secretario y al Prosecretario de la Presidencia y al 
Director de la Oficina de Planeamiento y Presupuesto. En cambio, en este caso, por ley se le está 
dando una competencia no prevista en la Constitución para hacer la designación, previa venia de la 
Asamblea General. 


Creo que es sumamente importante realizar una observación. La defensa nacional y la 
seguridad interna son competencia del Poder Ejecutivo. Acá estamos analizando lo concerniente a la 
Inteligencia del Estado que, en definitiva, está relacionada con la defensa nacional y la seguridad 
interna del Estado. El artículo 168 de la Constitución de la República en los dos primeros numerales 
establece lo siguiente: “Al Presidente de la República, actuando con el Ministro o Ministros respectivos, 
o con el Consejo de Ministros, corresponde: 


19) La conservación del orden y tranquilidad en lo interior, y la seguridad en lo exterior. 
29) El mando superior de todas las Fuerzas Armadas.” 


Quiere decir que los cometidos de defensa nacional y de seguridad interna son del Poder 
Ejecutivo y no del Presidente de la República. Por eso tengo que hacer una aclaración sumamente 
importante: el Presidente de la República no es el Jefe Superior de las Fuerzas Armadas; el señor 
Presidente de la Comisión -que fue Ministro de Defensa Nacional- lo sabe muy bien. Esta es una 
competencia del Poder Ejecutivo, es decir del Presidente de la República actuando con el Ministro del 
Interior, el Ministro de Defensa Nacional o el Consejo de Ministros. Creo que este tema debe ser 
ajustado a la Constitución; en consecuencia, la designación puede ser hecha por el Presidente de la 
República actuando, por ejemplo, con el Ministro del Interior y el Ministro de Defensa Nacional o con el 
Consejo de Ministros, según la decisión política que estimen conveniente la Comisión y el Parlamento. 
Pero, a mi juicio, la solución del anteproyecto, mediante la cual el Director de la Secretaría de 
Inteligencia Estratégica de Estado es designado por el Presidente de la República es inconstitucional. 


El inciso tercero -que figura entre paréntesis- dice: “El Poder Ejecutivo podrá destituir al 
Director de la Secretaría de Inteligencia Estratégica de Estado en caso de ineptitud, omisión o delito en 
el ejercicio del cargo o de la comisión de actos que afecten su buen nombre o el prestigio de la 
institución a la que pertenece, previa venia de la Asamblea General”. Acá sí se adopta la solución 
correcta, es decir, se establece que es el Poder Ejecutivo el que lo destituye, pero no así en el inciso 
primero, donde se habla de la designación por parte del Presidente de la República. Incluso, estos dos 
incisos no tienen congruencia porque si el Presidente de la República lo designa, él podría destituirlo 
directamente. Sin embargo, veo que en el inciso tercero sí se opta por la solución correcta y acorde a 
la Constitución, ya que se establece que quien destituye al Director de la Secretaría de Inteligencia 
Estratégica de Estado es el Poder Ejecutivo. Reitero que en el inciso primero se señala que será 
designado por el Presidente de la República. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Quisiera hacerle una aclaración. El paréntesis figura porque una parte del 
artículo -no la que refiere al Poder Ejecutivo, sino la que tiene que ver con la venia para la destitución- 
estaba en consulta. Pero efectivamente es cierto que el paréntesis se debe a que la Comisión tenía el 
tema en consulta; de ahí la aclaración a lo que el doctor Correa Freitas logró percibir en el material que 
le habíamos entregado. 


SEÑOR CORREA FREITAS.- La otra disposición sobre la que quiero realizar algún comentario es el 
artículo 15 del Capítulo 3 “Del personal”, que dice: “La Secretaría de Inteligencia Estratégica de Estado 
contará con el personal necesario para cumplir sus cometidos específicos, así como el personal auxiliar 
para los servicios de apoyo imprescindibles. El régimen disciplinario, derechos y deberes así como 
otras normas laborales serán establecidos por ley o decreto del Poder Ejecutivo según corresponda”. 


En este caso, me gustaría formular algunas reflexiones que me parecen importantes, y lo digo porque 
me ha generado muchas dudas. 


Lo primero que hay que definir en el proyecto de ley es si los funcionarios estarán sometidos 
al régimen policial, al régimen militar o si serán civiles. En caso de que sean sometidos al estatuto civil, 
quedarán incluidos en el Estatuto del Funcionario conforme a lo establecido en el artículo 59 de la 
Constitución; en caso de que sean sometidos al estatuto militar, entonces quedarán sometidos al 
Estatuto Militar; y en caso de que sean sometidos al régimen policial, quedarán incluidos en el Estatuto 
Policial. Por lo tanto, en la redacción de la segunda oración de este artículo 15 que dice: “El régimen 
disciplinario, derechos y deberes así como otras normas laborales” etcétera, aparentemente se 
inclinarían por que estos empleados se rigieran por el Derecho Laboral. Reitero que se dice: “El 
régimen disciplinario, derechos y deberes así como otras normas laborales serán establecidos por ley o 
decreto del Poder Ejecutivo según corresponda”. 


En consecuencia, lo primero que debemos decidir es si van a ser empleados o funcionarios 
de una dependencia, de un órgano desconcentrado del Poder Ejecutivo -aparentemente estarían 
dentro del Inciso Presidencia de la República- o alguna otra solución que adopte el Legislador. Si están 
dentro del Poder Ejecutivo, indudablemente el Estatuto de estos funcionarios se debe regir por ley, 
porque así lo establece la Constitución de la República, ya sea que su estatuto se defina como civil, 
militar o policial. A mi juicio, si son funcionarios públicos cualquiera de estos estatutos al que estarán 
sometidos -según sea el régimen de la función pública o del Derecho Laboral- deberá 
regirse por ley, sean civiles, militares o policiales. ¿Por qué? Porque conforme a lo que prevé el 
artículo 63 de la Constitución uruguaya, únicamente se aprueba por decreto el Estatuto de los 
Funcionarios de los Entes Autónomos y Servicios Descentralizados; el Estatuto de los Entes 
Autónomos de enseñanza, según el artículo 204; y el Estatuto de los Funcionarios del Poder 
Legislativo por Reglamento aprobado por cada una de las Cámaras, tal como lo establece el artículo 
107. El Estatuto de los funcionarios de los Gobiernos Departamentales se aprueba por decreto de la 
Junta Departamental que, como todos sabemos, tiene fuerza de ley en su jurisdicción. 


Estimo que este tema habrá que ajustarlo y sobre todo definir claramente cuál será el 
Estatuto al que quedarán sometidos estos funcionarios. Reconozco que es un tema delicado y con 
seguridad la preocupación de quienes redactaron el anteproyecto de ley está en que se trata de 
funcionarios que estarán sometidos a un régimen muy especial. De acuerdo con esa hipótesis, 
eventualmente habrá que pensar en una ley, pero son decisiones que habrá que ajustar en su 
oportunidad. 


Estos son, en principio, los comentarios que tengo para hacer sobre este anteproyecto de ley 
y quedo a las órdenes para contestar las preguntas o consultas que se quieran formular. 


SEÑOR MICHELINI.- Señor Presidente: antes que nada, quiero agradecer al doctor Ruben Correa 
Freitas que engalane esta Comisión de la Asamblea General con su presencia y sus comentarios 
constructivos en el sentido de mejorar este anteproyecto de ley que tenemos a estudio. 


Quiero referirme al último punto y a la preocupación respecto del Estatuto de los funcionarios 
que, eventualmente, integrarán la Secretaría de Inteligencia Estratégica del Estado. 


Queda claro o se desprende de la intervención del doctor Correa Freitas que entiende que son 
funcionarios públicos; por lo tanto, deberían tener un Estatuto establecido por ley o, en su defecto, 
estarían comprendidos en el Estatuto general del funcionario público. 


La pregunta que quiero hacer es si sería posible que hubiera una ley que razonara en el 
sentido inverso y estableciera por ejemplo que los funcionarios asignados a esa dependencia 
desconcentrada del Poder Ejecutivo -sean civiles, policiales, militares, diplomáticos o incluso docentes- 
tendrán tales y cuales responsabilidades, no por la naturaleza del estatuto en el que están 
comprendidos sino por la función específica a la que están asignados y dada la absoluta especialidad 
que tienen. Incluso, forzando argumentos, me planteo el caso de aquellos que tuviesen una actividad o 
un contrato laboral a término; estoy pensando, por ejemplo -y no es algo que haya que imaginarse 
mucho-, en un técnico informático. 


SEÑOR CORREA FREITAS.- En primer lugar, todos sabemos que una de las cuestiones a definir es si 
esta Secretaría de Inteligencia Estratégica del Estado tendrá personal propio o se integrará con 
funcionarios en comisión de los Ministerios de Defensa Nacional, del Interior y de Relaciones 


Exteriores, de la ANEP, de la Universidad, etcétera. En esas hipótesis esas personas ya son 
funcionarios públicos, tienen su propio Estatuto y, en consecuencia, en ese caso no habría dificultad. El 
problema se plantea si la decisión es que la Secretaría de Inteligencia Estratégica del Estado tenga su 
propia plantilla; eso es lo que no sé porque se trata de una definición política. Si efectivamente va a 
tener su plantilla propia, el personal debe regirse por un estatuto elegido por el legislador, es decir que 
este decidirá si se regirán por el Estatuto militar, policial, civil o diplomático. Esta es una de las 
alternativas. 


No habría ningún inconveniente si se conforma con empleados en comisión y tampoco en 
que en la propia ley o en otra se consagren disposiciones especiales con respecto a ese personal en 
cuanto a las responsabilidades y deberes a los que estén sometidos. O sea que, más allá del Estatuto 
a que cada uno esté sometido, sea el militar, policial, diplomático, el docente o el del funcionario civil de 
cualquier repartición del Estado, no habría problema en que tengan además, determinadas 
obligaciones, deberes y responsabilidades por trabajar en esta dependencia del Estado. 


SEÑOR TROBO.- Es un gusto contar con la opinión del doctor Correa Freitas. 
Quisiera hacer algún comentario sobre dos aspectos que me interesan. 


Sobre el último punto, debo decir que hay aristas complejas, ya que no solamente el personal 
que va a estar cumpliendo funciones en la Secretaría de Inteligencia deberá estar sometido a un 
régimen especial, sino que además eventualmente habrá personal de otras entidades públicas que 
surtirá de información y que va a interactuar con ella, justamente, con el propósito de desarrollar el 
proceso de la Inteligencia de Estado. Entonces, quisiera saber si en opinión del doctor Correa Freitas 
podría haber una fórmula que abarque como obligaciones a esos individuos, más allá de que estén 
sujetos a un régimen prestablecido de vinculación con el Estado. Me refiero por ejemplo a funcionarios 
del Banco Central, de los Ministerios de Economía y Finanzas y de Relaciones Exteriores y 
eventualmente de alguna otra organización pública que deban trabajar en sintonía o con regularidad 
vinculados a la actividad de Inteligencia, por razón del área donde están. Tengamos en cuenta que 
todo esto tiene que ver con la economía y con otro tipo de actividades. Obviamente, nosotros 
deberemos resolver eso anunciándolo o incluyéndolo en el proyecto de ley. 


Por otro lado, quiero hacer una pregunta sobre el primer punto que trató el doctor Correa 
Freitas, que tiene que ver con el artículo 28 de la Constitución. Me interesa saber el alcance que le da 
al concepto de interés general establecido en la Constitución en base al cual se podría eventualmente 
restringir ese derecho principal a la privacidad de las comunicaciones. 


SEÑOR CORREA FREITAS.- En cuanto al primer punto, estoy de acuerdo en que habría que aprobar 
una ley especial, estableciendo justamente las obligaciones y las responsabilidades a las que está 
sometido el personal que preste servicios en la Secretaría de Inteligencia del Estado. Quizás esa sea la 
solución más práctica teniendo en cuenta que seguramente esa Secretaría va a contar con personal en 
comisión de diversos Ministerios. Yo mencioné los Ministerios de Defensa Nacional, del Interior y de 
Relaciones Exteriores, pero pensemos que el Ministerio de Economía y Finanzas, el Banco Central, la 
Universidad de la República, la Anep y hasta lo relacionado con el medioambiente también están 
vinculados; en realidad, todos sabemos que el tema de Inteligencia del Estado es muy complejo. 
Indudablemente, la solución va a ser la sanción de una ley específica estableciendo los deberes, 
responsabilidades y obligaciones a los que estará sometido específicamente todo el personal que 
trabaje en forma permanente o esporádica al servicio de esta Secretaría. 


La segunda pregunta que formula el Representante Nacional Trobo tiene que ver con el tema 
del interés general, que es un concepto jurídico indeterminado porque no hay una definición precisa al 
respecto, o sea, sobre qué son razones de interés general. En doctrina se discute si las razones de 
interés general son las de todos o son las de la mayoría o las de algunos. Al respecto, podemos 
plantearnos diferentes hipótesis en las cuales en definitiva quien decide cuándo hay un interés general 
es el legislador, es decir, el Parlamento. Cuando se legisla para un determinado grupo puede haber un 
interés general, que quizás no sea el de toda la sociedad. Quien define cuándo hay un interés general 
es el Legislador en el Parlamento, mientras que quien controla si es real o no es la Suprema Corte de 
Justicia y puede declarar la inconstitucionalidad de las leyes por vía de acción, excepción o de oficio. 


Este es un tema delicado que debe ser estudiado caso por caso. Sin duda, los temas 
relativos a la Inteligencia de Estado son de interés general; por supuesto que hay que analizar más en 
profundidad este asunto. Por eso creo que es importante la intervención de la Justicia -en especial de 
los Jueces y Fiscales- cuando se limita, se invade la privacidad o se investiga los ámbitos más 
reservados de las personas, como la correspondencia, los mensajes de texto, los correos electrónicos, 
las llamadas telefónicas, etcétera. Ahora bien, insisto en que es el legislador quien define cuándo hay 
interés general en una situación determinada. ¿Dónde se ve reflejado ese interés general? En los 
antecedentes, en la exposición de motivos del proyecto de ley y su discusión parlamentaria. Como dije, 
quienes se vean afectados por esa declaración de interés general, podrán recurrir ante la Suprema 
Corte de Justicia para promover la declaración de inconstitucionalidad de la ley. 


SEÑOR MICHELINI.- Este grupo de trabajo articuló un anteproyecto de ley que, como toda obra 
humana, es mejorable y genera dudas. 


El doctor Correa Freitas señaló que había una asimetría en el artículo 12 porque el cargo de 
Director era designado por el Presidente de la República pero la destitución estaba a cargo del Poder 
Ejecutivo, previa venia de la Asamblea General. En consecuencia, me surge la siguiente interrogante. 
Si el Director de la Secretaría de Inteligencia Estratégica de Estado se ubica en un órgano 
desconcentrado del Poder Ejecutivo y, a su vez, se establece el mencionado mecanismo de 
destitución, la lectura que uno hace es que tiene un blindaje funcional incluso mayor que el de los 
Directores de los Entes Autónomos y Servicios Descentralizados no electivos porque puede destituirlo 
el Poder Ejecutivo por ineptitud, omisión o delito con consulta previa a la Asamblea General. Si mal no 
recuerdo, esto ni siquiera se da en el caso del Fiscal de Corte, en que se requiere venia parlamentaria. 
Me gustaría saber si hay algún antecedente de funcionarios que tengan ese blindaje consagrado por 
una ley y no por la Constitución como en el caso de los Ministros de la Suprema Corte de Justicia -para 
los cuales se sigue un mecanismo constitucional que no es la ley orgánica de la judicatura- o los 
propios legisladores. Quizás en el celo de los redactores se buscaba dotar a este cargo de un 
determinado espacio, pero no se ha establecido un blindaje tan importante. En este caso, ¿se estaría 
innovando en nuestro Derecho? 


SEÑOR CORREA FREITAS.- En respuesta a la consulta formulada por el señor legislador Michelini, 
debo decir lo siguiente. 


En primer lugar, la solución que se adopta en el proyecto de ley para la destitución es similar 
a la que la Constitución consagra para la destitución de los Directores de los Entes Autónomos y 
Servicios Descentralizados. En esos casos, tanto la designación como la destitución las hace el Poder 
Ejecutivo, es decir, el Presidente de la República en acuerdo con el Consejo de Ministros, previa venia 
de la Cámara de Senadores. El artículo 198 de la Constitución de la República justamente prevé que la 
destitución la haga el Poder Ejecutivo con venia de la Cámara de Senadores. Incluso, prevé que si la 
Cámara de Senadores no se expidiera en el término de sesenta días, el Poder Ejecutivo podrá hacer 
efectiva la destitución. 


En este caso, como la designación la hace el Poder Ejecutivo con venia de la Asamblea 
General, la destitución se hace de la misma forma. Me parece que está bien y que esa es una solución 
adecuada. Quizás habría que prever qué pasa si transcurre un plazo de sesenta días -igual al que 
establece el artículo 198- sin que la Asamblea General se expida, permitiendo que el Poder Ejecutivo 
pueda destituir. Creo que esa sería la solución práctica. Digamos que se debería tomar el artículo 198 
y, en congruencia con él, prever que si transcurre un plazo de sesenta o noventa días -según lo crea 
conveniente la Comisión- el Poder Ejecutivo pueda prescindir de la venia y, en consecuencia, destituir 
al funcionario. Esa sería una opción. Indudablemente, acá no se prevé qué pasa si la Asamblea 
General no otorga la venia. Sin ninguna duda, si la Asamblea General no otorga la venia, el Poder 
Ejecutivo no puede destituirlo. 


De todas maneras, hay que tener presente que como no está prevista la mayoría, se 
considera mayoría simple, es decir que la Asamblea General por mayoría simple puede conceder la 
venia para la destitución. 


SEÑOR MICHELINI.- Entiendo correctamente la respuesta brindada por el doctor Correa Freitas. Lo 
que sucede es que la reforma de la Constitución del año 1996, por razones políticas, incorporó otra 


variante de remoción en el caso del artículo 175, por lo que el Presidente de la República declara al 
Consejo de Ministros que no hay apoyo parlamentario en su gestión y, por lo tanto, puede sustituir a los 
integrantes de los Directorios de los Entes Autónomos y Servicios Descentralizados. 


El cargo que estamos creando es de naturaleza política obvia y le damos un blindaje tal que 
solo puede ser removido por ineptitud, omisión o delito -no por mala gestión ni en un marco de conflicto 
político generalizado- y, si no se cuenta con la venia de la Asamblea General, no se lo puede sacar. De 
esto se desprende que, en realidad, estaría teniendo una jerarquía mayor que la de los integrantes de 
los Entes Autónomos. 


SEÑOR CORREA FREITAS.- Con relación al artículo 175 de la Constitución de la República es 
necesario aclarar que el Poder Ejecutivo puede sustituir total o parcialmente a los miembros no 
electivos de los Directorios de los Entes Autónomos y Servicios Descentralizados; de todas maneras, 
tiene que esperar a que el Senado conceda la venia correspondiente para proceder a su sustitución. 
En ese sentido, el inciso cuarto del artículo 175 establece: “El Poder Ejecutivo, actuando en Consejo de 
Ministros, deberá solicitar la venia de la Cámara de Senadores, de acuerdo con el artículo 187, para 
designar a los nuevos Directores o, en su caso, Directores Generales. Obtenida la venia, podrá 
proceder a la sustitución”. De acuerdo con ello, el Poder Ejecutivo no puede remover a los Directores 
de los Entes Autónomos o Servicios Descentralizados y luego pedir la venia, sino que recién puede 
hacer efectiva la sustitución de los Directores de los Entes Autónomos y Servicios Descentralizados 
una vez que el Senado haya concedido la venia correspondiente. 


De todas maneras, este es un tema de estricta decisión política sobre el que no me 
corresponde pronunciarme. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La sesión ha resultado interesante para aclarar algunos temas que nos 
preocupaban. 


El doctor Correa Freitas captó perfectamente bien que cuando hablamos del personal que 
pueda estar vinculado a esto va más allá de aquel que, llegado el caso, integre el área de la Secretaría 
y podrían ser personas provenientes de otros organismos o áreas de la Administración, tanto de la 
Administración Central como ser los Ministerios, como de los Entes Autónomos y Servicios 
Descentralizados. Además, algunos podrán quedar ligados en forma permanente y otros, de manera 
transitoria. 


Más allá de que el personal tenga su propio estatuto en el marco del área de la que proviene, 
el hecho de que se regulen más afinadamente por ley las obligaciones, las eventuales 
incompatibilidades o las sanciones a las que pudiera quedar sujeto deberá ser analizado con más 
detenimiento por la Comisión porque efectivamente eso fue motivo de preocupación a la hora de 
comenzar a estudiar el tema. 


En la legislación comparada vemos que en otros países existe un estatuto aparte para quien 
realiza este tipo de misiones, sean civiles o militares. Es más, en algunas circunstancias, cuando los 
militares alcanzan un determinado nivel dentro del área de la Inteligencia, deben decidir si permanecen 
o no vinculados a sus Fuerzas o si siguen dentro del estatuto y de la función de Inteligencia. Es claro 
que el artículo 59 de nuestra Constitución tiene una lectura bastante rígida sobre el Estatuto del 
Funcionario, por cuanto tiene que ver con la aplicación de las diferentes áreas, no solo de la 
Administración Central sino también de los Servicios Descentralizados y de otros Poderes, entre ellos, 
la propia justicia electoral u otros tribunales a los cuales se les aplica dicho Estatuto. 


Reitero que, a mi juicio, esta sesión ha sido interesante. En ella se han encarado algunos 
aspectos que fueron motivo de otros asesoramientos que tuvimos, pero hubo una centralización muy 
importante en el área del personal. La Comisión luego deberá reflexionar sobre este tema para tratar 
de encontrar la mejor solución. 


La Comisión Especial agradece al doctor Correa Freitas su presencia en este ámbito y 
reconoce que cada vez que se lo ha invitado, ha respondido con celeridad para aportar sus puntos de 
vista sobre los temas en cuestión. 


SEÑOR CORREA FREITAS.- Muchas gracias. 
SEÑOR PRESIDENTE.- La Comisión se volverá a reunir el próximo 2 de setiembre. 
No habiendo más asuntos, se levanta la sesión. 


(Es la hora 14 y 39 minutos.) 


Linea del vie de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


